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                                                              Apelación sentencia


                                                      Dte.: TRINIDAD 


                                                       ZULUAGA CARDONA


                                                         Rad.: 2005-00192


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
JUDICIAL SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

         Pereira. Diciembre tres del año dos mil nueve 
                  

Acta número 634 de diciembre 03  del año 2009
    


Expediente  No. 66001-31-03-001-2005-00192-02
          Se resuelve el recurso de APELACIÓN interpuesto por el apoderado de la parte demandante contra la sentencia proferida el tres (03) de febrero del presente año, por el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad en el proceso Ordinario (REIVINDICATORIO), promovido por TRINIDAD ZULUAGA DE CARDONA en frente de LUZ STELLA Y MYRIAM SANCHEZ OSPINA.



I.- RESUMEN DE ANTECEDENTES:




En el despacho judicial citado la parte actora pidió que se declare que le pertenece en dominio pleno y absoluto el bien ubicado en la carrera 3a. número 14-45 de esta ciudad, identificado con la matrícula inmobiliaria número 290-0023955; y que como consecuencia, se condene a las demandadas a restituir el predio, al igual que los dineros pagados por concepto de impuesto predial y valorización.



Los fundamentos de las anteriores pretensiones pueden resumirse así:




1º) La demandante es propietaria del predio identificado con ficha catastral número 01-04-020-0026-000, el cual fue adquirido mediante la escritura pública número 2233 del 11 de noviembre de 1987 e inscrito en la matrícula inmobiliaria antes indicada. Este inmueble se encuentra ubicado en la carrera 3ª. número 14-45, conforme al certificado emitido por el Instituto Agustín Codazzi.



2º)  Igualmente, las demandadas, son propietarias del bien identificado con ficha catastral número 01-04-020-0027-000, adquirido mediante la escritura pública número 3459 del 22 de septiembre de 1992, inscrito en la matrícula inmobiliaria número 290-23404 y localizado en la carrera 3ª. número 14-47, pero que, según la ficha antes señalada, tiene en su puerta de entrada el número 14-37. 
3º)  De acuerdo con la escritura de adquisición, el predio de la actora no tiene ningún tipo de construcción, no obstante que se venía observando que en los recibos del impuesto predial y valorización, se destacaba que tenía un área construida de 176 metros cuadrados. Asimismo, en el inmueble de las señoras LUZ STELLA Y MYRIAM SANCHEZ OSPINA debería estar construida una casa de habitación de dos (02) plantas, la cual no existe. Por tanto, las demandadas han edificado en el lote de su poderdante y han pagado impuestos, como si en él no hubiera levantamiento de construcción alguna, lo que va en detrimento de los intereses de la primera. 
4º)  La situación anterior no ha sido aclarada por las demandadas, lo cual constituye un acto de mala fe que genera posesión clandestina del bien de la actora. 



Luego de corregido, el libelo fue admitido mediante auto del veinte (20) de octubre del año dos mil cinco (2005), el cual fue notificado personalmente a las demandadas, según diligencias obrantes a folios 43 y 74 del cuaderno principal.




En forma oportuna, por conducto de apoderada, contestaron los hechos de la demanda; dijeron oponerse parcialmente a la pretensión primera y se opusieron en su totalidad a las demás; propusieron las excepciones de “PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DE LA ACCION Y  PRESCRIPCION ORDINARIA Y EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA DE DOMINIO” basadas en los hechos de que hace más de 20 años han poseído el bien en litigio, conforme a la suma de posesiones de sus anteriores tradentes; lo han explotado económicamente, pagando impuestos, servicios de agua, luz, alcantarillado y teléfono, al igual que haciéndole las reparaciones locativas necesarias.
La demanda de reconvención presentada por las demandadas, mediante auto del veintiséis (26) de abril del dos mil siete (2007) fue rechazada y debidamente confirmada por esta corporación (ver cuadernos números  2 y 6).

De las excepciones se dio traslado a la parte demandante que lo descorrió en su oportunidad. 

El proceso se impulsó en todas sus fases, con la práctica de pruebas de variada índole (entre otras, documentales, testimoniales, pericial y el decreto de pruebas de oficio en este instancia). Se anota, además, que con la demanda se adjuntó numerosa prueba documental, planos, recibos de impuestos, escrituras públicas, la audiencia de conciliación como requisito de procedibilidad, etc., todo lo cual puede consultarse a folios 3 a 26 del cuaderno principal. 
Con interlocutorio que data del veintiocho (28) de octubre del dos mil ocho (2008), se declaró la nulidad de las actuaciones surtidas con posterioridad al 20 de mayo de igual año, luego de lo cual se dio traslado a las partes para alegar. Ambas partes intervinieron, insistiendo cada una, desde su punto de vista, en la prosperidad de sus pretensiones.




La primera instancia se desató con fallo desestimatorio de las pretensiones de la parte demandante y la correspondiente  condena en costas en favor de las demandadas, lo que motivó el recurso de apelación por parte de aquélla. De ello se ocupa ahora la Sala.




II.- MOTIVACIONES DEL FALLO E

 INCONFORMIDAD DE LA RECURRENTE:                                                  



A.) Sin perjuicio de entrar en más detalles en el capítulo siguiente, baste decir por ahora que el juez a-quo tras encontrar satisfechos los presupuestos procesales se adentra en el análisis de los elementos necesarios para la prosperidad de la acción de dominio. Así, al analizar el referido a la “identidad de la cosa pretendida con la poseída por el reo” halla pronto que no existe una correspondencia plena entre uno y otro extremo ya que el predio que reclama para sí la demandante no coincide en su identificación con el que poseen las demandadas. Agrega que toda la pretensión sobre el inmueble está “simplemente basada en el número de ficha catastral (0026) y la nomenclatura asignada por el IGAC (Cra. 13 No. 14-45) (que) no es de su propiedad..” y que en cambio lo que sí le pertenece es un lote sin ninguna construcción que aparece con la ficha 0027.



Resuelve, por tanto, negar las pretensiones de la demanda y condenar en costas a la actora.



B.) El apoderado judicial de la accionante, de su parte, en escrito presentado en esta instancia, sustenta su inconformidad en el hecho de que si bien, admite, que existe un error en la ficha catastral que identifica los predios es lo cierto que las demandadas ocupan el inmueble de propiedad de su cliente que, por tanto, tiene derecho a que  se reivindique en su favor, razón por la cual solicita se revoque la sentencia de primera instancia.




III.- CONSIDERACIONES DE LA SALA :

Los presupuestos procesales están enteramente presentes.

Siempre se ha dicho con acierto que la plena identificación del bien que se pretende reivindicar es uno de los presupuestos axiológicos de la acción reivindicatoria o de dominio, lo que suena apenas lógico porque si la actora no tiene certeza sobre lo que reclama para sí, menos la podrá tener el fallador para concedérsela.
El juez de la causa desestimó las pretensiones de la actora porque consideró, con buen juicio, y con base en el dictamen pericial y otras probanzas de tipo documental, que no había una plena correspondencia e identificación entre el inmueble que reivindica la demandante, con el que poseen las demandadas, especialmente respecto de su ubicación, nomenclatura y la construcción. Tanto así que concluyó de la siguiente manera:
“1. La actora no es la dueña del inmueble pretendido porque es la propietaria del lote contiguo.
 2. Las demandadas acreditaron el dominio sobre el bien reclamado, por lo tanto no están ocupando ningún inmueble por error, y

3. No existe identidad entre lo pretendido por la demandante y lo poseído por las accionadas (…)

 “..lo que existe es un inconveniente en las fichas catastrales de los inmuebles, las que se encuentran invertidas o trocadas, más (sic) nunca en la propiedad y posesión de los inmuebles..”

                            Conclusiones ellas que están cargadas de buenas razones porque fueron refrendadas por el perito no sólo en el curso del proceso, sino también en el de la inspección judicial practicada de oficio en esta instancia, en la cual se pudo comprobar que “..todo obedece a una inconsistencia en el sistema de información de las fichas catastrales por parte del INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI..”, lo que desafortunadamente se ha visto reflejado en el cobro de los impuestos municipales, pues al paso que a la demandante le cobran por su lote de terreno –que está sin construir (pero que erradamente consta con área construida de 176 M2) unas sumas un tanto elevadas-, a las demandadas, en cambio, por un inmueble que tiene un área construida de 176 M2, les cobran una suma significativamente menor dado que figura con una “Area construida: 0”. Desde luego ello también repercute en el avalúo catastral que difiere notoriamente entrambos inmuebles.

                                Es innegable, pues, que todo obedece a una inconsistencia, fruto del error en la geo-referencia de ambos inmuebles, que ha llevado a que el IGAC mantenga aún trabadas las fichas catastrales lo que, para infortunio de la actora, ha revertido en el monto de los impuestos municipales que paga, pues la ficha catastral que tiene al inmueble de las demandadas realmente corresponde al inmueble de la actora; y a la inversa: la ficha de la actora en realidad corresponde al inmueble de las demandadas. Con otro agregado: El #14-37 (señalado como inmueble de las últimas) tampoco existe, y realmente corresponde es al #14-47, que fue el que se pudo verificar en el curso de la inspección judicial, mientras que el lote desocupado carece de nomenclatura visible.
                               De tal suerte que no habiendo una identidad ni correspondencia estrecha entre lo que reivindica la demandante y lo que poseen las demandadas no es del caso acceder a las pretensiones formuladas pues ya bastante se ha dicho que

“La identidad del bien consulta dos aspectos: uno sustancial y el otro procesal. Identidad material entre el bien cuya titularidad exhibe el actor y aquél que detenta el demandado poseedor, e identidad entre éste y el señalado en la demanda, conforme a la exigencia del art. 76 del C. de P.C.
“La determinación y singularidad de la cosa pretendida circunscribe el campo de la acción reivindicatoria, porque como lo tiene dicho la Corte, ‘cuando la cosa que se intenta reivindicar no se ha podido determinar no se puede decretar la reivindicación’. De modo que este elemento atisba a la seguridad y certeza de la decisión, amén de su entronque íntimo con el derecho protegido, pues no se puede olvidarse que tratándose de la acción reivindicatoria, tutela del derecho real de dominio y expresión del ius persequendi, la determinación misma de la cosa se torna un elemento sine qua non, porque el derecho real de dominio sólo puede hacerse realidad como poder directo y efectivo sobre una cosa determinada, es decir, una cosa individualizada como un cuerpo cierto”

                            No hallan eco, por tanto, las argumentaciones del abogado recurrente pues se trata más que todo de un error de tipo administrativo cuya solución debe buscarla por vías diferentes con ayuda, incluso, de los fallos aquí proferidos que bien pueden contribuir a elucidar la enojosa situación.
IV.-  CONCLUSIONES Y FALLO: 

Se confirmará, en consecuencia, el fallo apelado, con condena en costas para el recurrente por mandato del numeral 3° del artículo 392 del C. P. Civil.

El sentido de este fallo hace innecesario un pronunciamiento sobre las excepciones propuestas por la demandada.



En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,




RESUELVE :

1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el 3 de febrero del presente año por el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad en el proceso Ordinario (REIVINDICATORIO) promovido por TRINIDAD ZULUAGA DE CARDONA en frente de LUZ STELLA Y MYRIAM SANCHEZ OSPINA.
2º) Se condena en costas de esta instancia a la parte demandante, numeral 3° del artículo 392 del C. P. Civil. En su oportunidad las tasará la Secretaría.




COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,




Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
    Fernán Camilo Valencia López
� Ver cuaderno #5 (pruebas de oficio), folios 46 y ss. y cuaderno de pruebas de esta instancia.


� Sala de Casación Civil. Sentencia de 14 de marzo de 1997. Magistrado Ponente: Doctor José Fernando Ramírez Gómez.
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